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INFORME No. 123/11
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 12.123
ARGENTINA
19 de octubre de 2011
PRESUNTA VÍCTIMA
Domingo Felipe Cavallo
PETICIONARIO:


Domingo Felipe Cavallo
VIOLACIONES ALEGADAS:     
El peticionario hace expresa referencia a presuntas violaciones de los artículos 1(1), 7(2), 7(3), 8(1), 25 y 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. El peticionario, también, hace expresa referencia a presuntas violaciones del artículo XXVI de La Declaración  Americana de Derechos y Deberes del Hombre
FECHA EN QUE COMENZO EL PROCEDIMIENTO:
25 de marzo de 1999
I.
POSICION DEL PETICIONARIO

1. El 29 de enero de 1999, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos recibió la denuncia presentada por Domingo Felipe Cavallo, ex Ministro de Economía, por las presuntas violaciones al derecho a ser juzgado por un juez competente, independiente e imparcial y al derecho a la protección judicial.
2. El peticionario alega que estaba siendo perseguido penalmente de forma injustificada en 45 procesos, como consecuencia de decisiones tomadas por ex-ministros y otras importantes autoridades políticas. El peticionario alega que dichas persecuciones habrían empezado cuando denunció las conexiones existentes entre una asociación ilícita y varios funcionarios que ostentaban altos cargos en el gobierno. Señala además que uno de dichos procesos (enriquecimiento ilícito), no contó con un juez independiente e imparcial, ya que tenía relaciones con funcionarios del Poder Ejecutivo.

3. Posteriormente, en la ampliación de su petición, la presunta víctima hace referencia a nuevos procesos penales  que se abren en su contra, donde a pesar de supuestamente, no contar con evidencias, el juez ordena su detención el 3 de abril de 2002. Ello según el peticionario demostraría que a pesar de los cambios de gobierno posteriores a su petición original, el poder judicial seguía siendo instrumentalizado para perseguirlo como enemigo político del gobierno de turno.
II.
POSICION DEL ESTADO

4. El Estado solicitó a la Comisión que declarara la petición inadmisible puesto que no se habían agotado los recursos internos, y debido a que aparentemente el peticionario no había podido probar la veracidad de sus argumentos, en particular, respecto al sometimiento de los jueces a los intereses de ciertos funcionarios estatales. Del mismo modo, señaló que no existía conspiración alguna entre el Poder Ejecutivo y Judicial en contra del peticionario. Respecto a su detención, el Estado señala que posteriormente fue puesto en libertad, demostrando de ese modo que en el sistema nacional contaba con los remedios procesales necesarios e idóneos para garantizar los derechos del peticionario.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
5. La petición fue recibida por la Comisión el 29 de enero de 1999. La CIDH dio traslado de la petición al Estado el 25 de marzo de 1999 y le solicitó que enviara sus observaciones en un plazo de 90 días.

6. Mediante comunicación del 27 de abril de 1999, el peticionario presentó una ampliación de la petición, ofreciendo nuevos hechos. El Estado presentó su respuesta el 27 de octubre de 1999, de la que se dio traslado al peticionario el 2 de noviembre de 1999. El peticionario presentó su respuesta a las observaciones del Estado el 14 de agosto de 2000.

7. El 19 de abril de 2002, el peticionario presentó una ampliación de su petición ante la CIDH aportando información adicional sobre nuevos procesos iniciados en su contra. Adicionalmente, el peticionario presentó comunicaciones el 17 de abril de 2002, el 25 de abril de 2002, el 21 de mayo de 2002, el 28 de junio de 2002, el 26 de agosto de 2002, el 1 de noviembre de 2002 y el 22 de abril de 2003, de las que se corrió traslado al Estado.

8. El Estado presentó sus observaciones adicionales mediante comunicaciones del 24 de junio de 2002, del 17 de septiembre de 2002, del 7 de octubre de 2002, del 15 de enero 2003, del 27 de marzo de 2003 y del 2 de mayo de 2003, de las cuales se dio debido traslado al peticionario.

9. Debido a la falta de comunicaciones posteriores, el 15 de marzo de 2011 la Comisión solicitó al peticionario información actualizada sobre el caso, informándole que de no recibir respuesta en el plazo de 3 meses, la CIDH procedería a archivar su caso.

IV.
BASE LEGAL PARA EL ARCHIVO DE LA INVESTIGACION

10. Tanto el artículo 48 inciso b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, como el artículo 42 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos establecen que dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y, en caso de no existir o subsistir, ordenará el archivo del expediente.

11. A la fecha, el peticionario no ha respondido a la solicitud de la información solicitada por la CIDH el 15 de marzo de 2011, y no ha aportado información desde 2003. Realizado el análisis correspondiente, la Comisión considera que no cuenta con elementos suficientes para determinar la admisibilidad o inadmisibilidad de la petición, o si subsisten los motivos que sustentaron la denuncia original, por lo que, de conformidad al artículo 48 inciso b) de la Convención así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 19 días del mes de octubre de 2011.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
